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    Presentación


    Mientras los físicos sostienen que no hay evidencia empírica alguna de la existencia del tiempo1, los abogados vivimos abrumados por problemas de aplicación de la norma jurídica en el tiempo. Siempre se ha dicho que el derecho es una entelequia con características propias y, tal parece, lucha cotidianamente contra molinos de viento que, quienes estudian los hechos naturales, no ven.


    No contentos con estas diferencias de marco teórico del conocimiento humano, los abogados hemos constitucionalizado el tema de la aplicación de las normas jurídicas en el tiempo y hasta nos parece bien que así haya ocurrido. Con la cantidad de normas que actualmente se dictan y con la cantidad de precedentes jurisprudenciales, tanto jurisdiccionales como administrativos que existen, la regla de aplicación en el tiempo debe ser una, clara y de máximo rango jurídico.


    La teoría de aplicación en el tiempo se desarrolló con fuerza a principios del siglo XX. Fue esencialmente privatista y, en muchos casos, hizo depender la adquisición de los derechos casi exclusivamente de la voluntad de las partes. Si bien todo esto es correcto y útil, resulta insuficiente en el siglo XXI, en el que pretendemos vivir en un mundo de derechos, algunos obtenidos de otras personas a través de diversos actos jurídicos y, otros, simplemente reconocidos por el Estado y por la sociedad internacional.


    Por ello pensamos que era interesante revisar la casuística principal en materia de aplicación en el tiempo, con el fin de presentarla en un trabajo unitario, buscando extraer de ella las reglas generales y los criterios de aplicación de derecho que resulten más útiles. Esa es la finalidad de este trabajo.


    El capítulo 1 es una introducción a los conceptos fundamentales de la aplicación de la norma jurídica en el tiempo. Está destinado a quienes se aventuren por primera vez al tema o, en todo caso, a quienes no tengan una formación o experiencia suficientes en el manejo de esta problemática.


    El capítulo 2 hace una explicación de las normas constitucionales involucradas en el ámbito de la aplicación de la norma jurídica en el tiempo. Especial atención hemos dado a incorporar las sentencias del Tribunal Constitucional que hayan desarrollado sus contenidos.


    El capítulo 3 hace exégesis de las principales normas de rango de ley que tienen que ver con la aplicación de la norma jurídica en el tiempo. Se las estudia enmarcadas en la visión constitucional de la problemática.


    El capítulo 4 repasa algo más de una docena de situaciones en las cuales se puede apreciar los problemas de aplicación en el tiempo dentro de contextos de hecho complejos. Esto sirve para precisar los elementos de análisis de la realidad con los instrumentos de la teoría jurídica.


    El capítulo 5 es un esfuerzo de síntesis de los aportes que encontramos en el estudio casuístico con el fin de producir criterios generales y elementos metodológicos para un tratamiento riguroso de la aplicación de la norma jurídica en el tiempo.


    Este trabajo está pensado para los estudiantes y los profesionales del derecho, especialmente los del Perú.


    Marcial Rubio Correa


    
      
        1 Se dice que la única prueba que podría existir es la que proviene de la segunda ley de la termodinámica, según la cual, la entropía nunca decrece sino que, por el contrario, siempre avanza. Si entendí bien el concepto, la entropía es el fenómeno por el cual sistemas termodinámicos con temperaturas diferentes que entran en contacto entre sí tienden a homogenizar dichas temperaturas. De esta manera, el universo camina a tener una sola temperatura en toda su inmensidad. Ello finalmente se alcanzará en larguísimos periodos de tiempo que ignoro o, en todo caso, no tengo idea de cómo calcular. Aquel trabajo de física que leí alguna vez decía que conforme se pueda medir la entropía en el universo —habrá que ver de qué tamaño será aquel termómetro— se podrá decir que el tiempo avanza.

      

    

  


  
    Planteamiento del problema


    Aplicar las normas jurídicas en el tiempo no debiera ser un problema, desde que cada una de ellas tiene una vigencia claramente establecida:


    −La vigencia se inicia en un momento determinado y cierto2.


    −Concluye en otro momento determinado y cierto3.


    Es verdad que a veces la derogación tácita de normas hace difícil saber si una determinada disposición fue o no derogada. Este es un problema conceptual que debe ser determinado mediante los procedimientos de análisis del caso. Pero una vez decidido si ocurrió o no la derogación o modificación, la fecha será siempre cierta.


    Por consiguiente, en sentido estricto, no hay margen para que exista un problema de aplicación en el tiempo. Sin embargo, ese problema se presenta constantemente, se discute y es materia de discrepancia abierta, en general y en los casos concretos. Por ello, pretendemos dar al tema el mayor desarrollo que nos sea posible.


    Normalmente, los textos se refieren a este tema como de aplicación de la ley en el tiempo. No obstante, nos parece un enunciado equivocado porque este problema atañe a toda norma general sin importar que sea ley o norma de características diferentes e, inclusive, puede tratarse de normas que provengan de precedentes jurisprudenciales. Cada vez que hay una norma general, ella es susceptible de generar problemas de aplicación temporal. Por eso preferimos hablar de aplicación de la norma jurídica general en el tiempo.


    Al aplicar el derecho en el tiempo tenemos en primer lugar que clarificar los conceptos con los que trabajamos. Ellos pertenecen a dos grupos. El primero es el que se refiere a la forma de aplicación según un determinado momento de vigencia de la norma y aquí hay tres conceptos: retroactividad, aplicación inmediata y ultraactividad.


    El segundo grupo de conceptos tiene que ver con la consecuencia de aplicar las normas retroactiva, inmediata o ultraactivamente y se relaciona con las teorías de los derechos adquiridos y de los hechos cumplidos.


    1.1. Aplicación inmediata, aplicación ultraactiva y aplicación retroactiva de una norma general


    Los problemas de aplicación de las normas generales en el tiempo se presentan cuando una disposición jurídica o un conjunto de ellas son modificadas o derogadas por otras que empiezan a regir una vez promulgadas y publicadas. Como habrá diferencia en los mandatos de las primeras y segundas normas —eventualmente contradicción abierta entre ellas— aparece la urgencia de definir si habrá aplicación retroactiva, inmediata o ultraactiva. El siguiente cuadro grafica esta temática:


    
      
        Gráfico 1
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    A es la primera norma aplicable a la situación que luego, a partir de Q —que es un momento determinado en el tiempo—, es derogada y sustituida por B, que viene a ser la nueva norma jurídica aplicable. Q es, entonces, «el punto de quiebre» entre la antigua y nueva normatividad y puede ser definido como aquel momento en el cual la nueva disposición legal B entra en vigencia, derogando expresa o tácitamente a la antigua disposición A.


    El punto Q es aquel momento en el que A deja de tener vigencia por ser derogada, así como el de iniciación de la vigencia de la norma B.


    De acuerdo con las diversas disposiciones constitucionales y legales, el punto Q está claramente definido para cada caso:


    − Cuando se trata de leyes o de normas de rango similar como los decretos legislativos, su vigencia se inicia al día siguiente de su publicación en el diario oficial, salvo disposición contraria de la propia norma que postergue su vigencia en todo o en parte4.


    − Cuando se trata de decretos supremos, el decreto legislativo 560 prescribe en su artículo 3 inciso 2 que rigen desde el día siguiente al de su publicación, salvo disposición expresa en contrario dentro del texto5.


    De esta forma, cuando se propugna que la norma B rija antes del momento Q estamos pretendiendo que se haga aplicación retroactiva de ella, pues se propone que sea obligatoria desde antes de su vigencia.


    A la inversa, cuando se propugna que la norma A rija luego del momento Q estamos pretendiendo que se haga aplicación ultraactiva de ella, pues se propone que sea obligatoria después de haber sido formalmente derogada.


    Si partimos de dos afirmaciones correctas que son comunes en el derecho: «Toda norma debe regir a partir de su vigencia» y «dicha vigencia se mantiene hasta que la norma sea derogada o modificada» podremos bien comprender que, en principio, la retroactividad o la ultraactividad resultan vigencias de por sí excepcionales. En otras palabras, si analizamos la existencia de una ley podemos trazar este nuevo gráfico:


    
      
        Gráfico 2
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    La ley A entró en vigencia en el momento Q y fue derogada en el momento Q1. Antes de Q, es aplicada retroactivamente. Entre Q y Q1 es aplicada inmediatamente. Luego de Q1 es aplicada ultraactivamente.


    Si ahora sintetizamos los dos cuadros antes elaborados y añadimos una tercera norma C, podremos ver las diversas etapas y superposiciones posibles.


    En el gráfico 3 las situaciones expresadas son las siguientes:


    a) El punto Q determina el inicio de la vigencia de la normatividad sobre el tema mediante la norma A. Esto significa:


    • Que antes de Q no hay norma aplicable y por tanto ahí la norma A sería aplicada retroactivamente.


    • Que a partir de Q entra en vigencia la norma A.


    b) El punto Q1 determina el momento en que entra en vigencia la norma B y se deroga la norma A. Esto significa:


    • Que antes de Q1 la aplicación de la norma B sería de aplicación retroactiva.


    • Que a partir de Q1 entra en vigencia la norma B.


    • Que a partir de Q1 la norma A solo puede ser aplicada ultraactivamente.


    c) El punto Q2 determina el momento en que entra en vigencia la norma C y se deroga la norma B. Esto significa:


    • Que antes de Q2 la aplicación de la norma C sería de aplicación retroactiva.


    • Que a partir de Q2 entra en vigencia la norma C.


    • Que a partir de Q2 la norma B y también la norma A solo pueden ser aplicadas ultraactivamente.
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    De esta manera las combinaciones de tres normas distintas sobre la base de su vigencia, su retroactividad y ultraactividad, pueden llevar a que en un lapso determinado —por ejemplo el que transcurre entre Q1 y Q2— se considere que las tres tienen la posibilidad de regir en el sistema jurídico que se trate, a pesar de que en dicho periodo solo está vigente, estrictamente hablando, una de ellas. Naturalmente, si en vez de tres preceptos tenemos varios más —algo obvio en el derecho—, el problema de cuál norma es la aplicable puede resultar muy complicado. Así ocurre, en efecto, muchas veces.


    Un primer conjunto de elementos conceptuales útiles para tratar esta problemática es el de aplicación inmediata, ultraactiva y retroactiva de la norma jurídica.


    a) Aplicación inmediata de una norma es aquella que se hace a los hechos, relaciones y situaciones que ocurren mientras tiene vigencia, es decir, entre el momento en que entra en vigor y aquel en que es derogada o modificada.


    Un ejemplo de aplicación inmediata de las normas jurídicas es el siguiente:


    28. De otro lado, con relación al segundo extremo del petitorio, mediante el cual solicitan que se les reconozca la situación jurídica de funcionarios públicos del Servicio Diplomático de la República conforme a la Ley de Carrera Diplomática vigente a la fecha de sus incorporaciones, es decir, bajo los alcances de la ley 6602, este Colegiado estima que, conforme a la reforma del artículo 103 de la Constitución, la ley, desde su entrada en vigencia, se aplica a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivos; salvo, en ambos supuestos, en materia penal cuando favorece al reo. En ese sentido, la Constitución consagra la tesis de los hechos cumplidos para la aplicación de las normas. Por tanto, la ley que regula el estatuto de diplomático de los recurrentes es la vigente ley 28091, que, por lo demás, establece en su artículo 13 que el retiro de los diplomáticos se produce al cumplir los 70 años de edad. Por tanto, este extremo de la demanda debe ser desestimado6.


    En esta sentencia se dice que, a pesar de que el interesado inició su carrera bajo la ley 6602, ahora, mientras su carrera continúa (situación jurídica), ya está en vigencia la ley 28091 y, en consecuencia, es esta y no aquella la que se le aplica en forma inmediata.


    Otro ejemplo de aplicación inmediata de las normas jurídicas es el que trae esta sentencia del Tribunal Constitucional, aplicable a la jurisprudencia y no a las normas legislativas:


    7. De esta manera, se ha aplicado el prospective overruling, que consiste en un mecanismo mediante el cual todo cambio en la jurisprudencia no adquiere eficacia para el caso decidido sino para los hechos producidos con posterioridad al nuevo precedente establecido. En el caso de autos, la resolución 381-2002-CNM fue emitida el 17 de julio de 2002; es decir, de manera previa a la emisión de la sentencia que configura el nuevo precedente, razón por la cual la demanda de autos no puede ser estimada7.


    El Tribunal Constitucional puede cambiar sus criterios de resolución de casos, es decir, que si ante un caso de determinadas características ha dicho «sí» hasta ahora, de hoy en adelante puede decir «no», lo que naturalmente deberá expresarse de manera explícita y fundamentada. Esto es importante porque las sentencias del Tribunal Constitucional crean precedentes y, consecuentemente, los casos posteriores iguales a aquellos anteriores que ya fueron resueltos deberán en principio —salvo que hubiera cambio de opinión— ser resueltos de la misma manera.


    En la sentencia que acabamos de citar, el Tribunal había cambiado de criterio de resolución sobre un tema específico con posterioridad al 17 de julio de 2002. El demandante en el proceso de amparo que hemos citado había recibido una sentencia precisamente el 17 de julio de 2002 y pidió, posteriormente a esa fecha, que el nuevo criterio le fuera aplicado, con lo que la sentencia del 17 de julio debía ser modificada. El Tribunal negó este pedido argumentando que el nuevo criterio regía para los nuevos casos que resolviera, pero que no se podía aplicar a los ya resueltos antes del cambio de criterio. Esta es una concepción de aplicación inmediata de los criterios jurisprudenciales de resolución.


    b) Aplicación ultraactiva de una norma es aquella que se hace a los hechos, relaciones y situaciones que ocurren luego de que ha sido derogada o modificada de manera expresa o tácita8, es decir, una vez finalizada su aplicación inmediata.


    Un ejemplo de aplicación ultraactiva de la norma es el siguiente:


    Este Colegiado reitera que, por aplicación ultraactiva del artículo 307 de la Constitución de 1979, corresponde al Congreso decretar, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros, la incautación de todo o de parte de los bienes de los responsables del golpe de Estado del 5 de abril de 1992 y de quienes se hayan enriquecido al amparo de la usurpación para resarcir a la República de los perjuicios que se le hayan causado.


    Es pertinente exhortar al Congreso a efectos de que dicte la ley que regule el ejercicio de la acción pauliana contra los autores del decreto ley 25418, en cuyo artículo 8 se dispuso dejar en suspenso la Constitución de 1979, violando así esa Carta Magna, y de todos los otros funcionarios, civiles, militares y policías, incursos en la responsabilidad de resarcimiento prevista en el referido artículo 307 de la anterior Constitución. De no aprobarse tal ley en un plazo razonable, los acreedores del Estado estarán autorizados para acogerse a las disposiciones pertinentes del Código Civil9.


    Aquí el Tribunal Constitucional no da explicación de su criterio de aplicación ultraactiva del artículo 307 de la Constitución de 1979. Dicha explicación está en la siguiente sentencia:


    Mediante tal fundamento simplemente se quería enfatizar que hasta el 31 de diciembre de 1993 se encontraba vigente la Constitución de 1979, de manera que todos los que habían actuado con violación de ella —empezando, desde luego, con los golpistas del 5 de abril de 1992— eran y son pasibles de ser juzgados conforme a lo que disponía su artículo 307, por encontrarse en ese entonces vigente. Se trata de un típico caso de aplicación ultraactiva de una norma constitucional, es decir, de la capacidad para regular hechos y conductas realizadas durante el tiempo en que ella estuvo en vigencia10.


    Lo que el Tribunal sostiene en estas dos sentencias, es lo siguiente: cuando el 5 de abril de 1992 se dio un golpe de Estado por el entonces Presidente Constitucional de la República con el apoyo de casi todo su Consejo de Ministros11, regía la Constitución de 1979, cuyo artículo 307 establecía sanciones específicas para quienes, ejerciendo el poder, hicieran un golpe de Estado. Por consiguiente, quienes participaron de tal evento debían ser sancionados en virtud de la norma antedicha. En el tiempo en que se emitieron las dos sentencias del Tribunal Constitucional que acabamos de citar (2003 y 2004) la Constitución de 1979 no estaba vigente porque había sido sustituida por la de 1993. Sin embargo, el Tribunal Constitucional consideraba que era necesario aplicar ultraactivamente el artículo 307 de la Constitución de 1979 y proceder a sancionar con él a quienes aprobaron el golpe de Estado del 5 de abril de 1992.


    A veces, según nuestro criterio, el Tribunal Constitucional equivoca la aplicación de los conceptos. Así, en la siguiente sentencia creemos que no está bien aplicado el de ultraactividad:


    7. La derogación de una norma solo tiene la propiedad de cancelar su vigencia y aplicabilidad para los hechos y situaciones jurídicas que acaezcan con posterioridad a la derogación/abrogación, pero no la regulación de aquellos hechos y situaciones jurídicas que hubieron acaecido durante el lapso en que la disposición legal estuvo vigente, en los que es posible una aplicación ultraactiva de la norma. En ese contexto, la aplicación ultraactiva que pueda tener una ley derogada no difiere en lo absoluto del presupuesto para la aplicación de las leyes vigentes: esta debe ser conforme con la ley fundamental, como exigencia que dimana del principio jerárquico [artículo 51 de la Constitución]12.


    El error proviene de lo siguiente: la aplicación ultraactiva de la norma ocurre cuando ha dejado de existir y es aplicada a hechos posteriores a esa finalización de vigencia. En el caso que plantea esta sentencia no ocurre eso: se aplica ahora la norma derogada, pero para regular hechos que ocurrieron durante su vigencia. Eso es aplicación inmediata. La aplicación sería ultraactiva si se aplicara ahora a hechos que ocurren también ahora. Sería bueno corregir el error de esta sentencia para evitar confusiones.


    c) Aplicación retroactiva de una norma es aquella que se hace para regir hechos, situaciones o relaciones que tuvieron lugar antes del momento en que esta entra en vigencia, es decir, antes de su aplicación inmediata.


    El caso típico de retroactividad lo presenta el artículo 103 de la Constitución en materia penal al decir que: «La ley, desde su entrada en vigencia, se aplica a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivos; salvo, en ambos supuestos, en materia penal cuando favorece al reo».


    Podemos encontrar un cuarto tipo de aplicación, que es la diferida. Se trata de aquel caso en el que la norma es publicada pero no entra a regir inmediatamente sino en un momento posterior en el tiempo, expresamente indicado en sus disposiciones o en otras de rango superior. Es el caso de los tributos de periodicidad anual que, no importando cuándo se promulguen y publiquen, entran a regir a partir del 1° de enero del año siguiente. Así lo establece la Constitución:


    Artículo 74.


    […] Las leyes relativas a tributos de periodicidad anual rigen a partir del primero de enero del año siguiente a su promulgación […].


    Ahora bien, de los cuatro tipos de aplicación mencionados, la aplicación retroactiva conoce incluso dos modalidades:


    • Aplicación retroactiva restitutiva. Es aquel caso en el que la aplicación retroactiva es absoluta, es decir, modifica totalmente las situaciones, relaciones o hechos ocurridos antes del momento Q. Esto incluye la modificación de sentencias. Un ejemplo de este caso es el previsto para la retroactividad penal benigna en el artículo 83 del Código Procesal Constitucional13.


    • Aplicación retroactiva ordinaria. Es aquel caso en el que la aplicación retroactiva modifica los hechos, relaciones y actuaciones anteriores al momento Q, salvo las sentencias judiciales que hayan pasado en calidad de cosa juzgada aplicando la norma precedente, hoy derogada.


    1.2. Teorías de los derechos adquiridos y de los hechos cumplidos


    El tema de la aplicación de las normas generales en el tiempo se desarrolló con fuerza a inicios del siglo XX, cuando los desastres financieros que siguieron a la Primera Guerra Mundial en Europa obligaron a establecer normas que regularan los efectos de las leyes, especialmente en materia de deudas impagas. Desde entonces dos teorías que tienen multitud de variantes entre sí se han disputado alternativamente la mejor interpretación posible de la problemática y son, en esencia, las siguientes:


    a) La teoría de los derechos adquiridos. Sostiene que una vez que un derecho ha nacido y se ha establecido en la esfera de un sujeto, las normas posteriores que se dicten no pueden afectarlo. En consecuencia, el derecho seguirá produciendo los efectos previstos al momento de su constitución, bien por el acto jurídico que le dio origen, bien por la legislación vigente cuando tal derecho quedó establecido. Es de origen privatista y busca proteger la seguridad de los derechos de las personas. Tiende a conservar las situaciones existentes y rechaza la modificación de las circunstancias por las nuevas disposiciones legales.


    Los derechos adquiridos fueron definidos de la siguiente manera en la teoría clásica: «[...] aquellos que han entrado en nuestro dominio, que hacen parte de él, y de los cuales ya no puede privarnos aquel de quien los tenemos»14. Esta definición fue asumida expresamente por la jurisprudencia constitucional peruana desde muy temprano y ratificada en tiempos recientes15. Volveremos sobre ella en el capítulo final de síntesis.


    Es importante tomar en cuenta que una sentencia del Tribunal Constitucional con carácter de precedente ha establecido que los derechos adquiridos deben haber sido obtenidos conforme a ley y que el error no genera derecho:


    4. Este Tribunal, en la STC. 1263-2003-AA/TC, ha señalado que «el goce de los derechos adquiridos presupone que estos hayan sido obtenidos conforme a ley, toda vez que el error no genera derecho; consecuentemente, cualquier otra opinión vertida con anterioridad por este Colegiado que haya estimado la prevalencia de la cosa decidida sobre el derecho legalmente adquirido, queda sustituida por los fundamentos precedentes»; por lo tanto, en concordancia con dicho precedente, la demanda de autos debe ser desestimada16.


    Ahora bien, se diferencia entre derechos adquiridos, facultades y expectativas. Las facultades son atribuciones genéricas para actuar de acuerdo con el derecho y, en tanto tales, no son derechos y no pueden ser adquiridas. Por ejemplo, si yo tengo la facultad de tomar un examen escrito o un examen oral en el curso que dicto, esta puede ser cambiada por los reglamentos universitarios sin que yo pueda alegar que me están recortando derechos adquiridos. De otro lado, las expectativas son previsiones no protegidas jurídicamente de que yo pueda, eventualmente, llegar a tener tal bien o cosa. Por ejemplo, si es posible que me vendan una casa, tengo expectativa de volverme su propietario. Pero mientras no me la vendan, lo que tengo es una expectativa, no un derecho y, consiguientemente, no puedo adquirirlo.


    b) La teoría de los hechos cumplidos. Sostiene que cada norma jurídica debe aplicarse a los hechos que ocurran durante su vigencia, es decir, bajo su aplicación inmediata. Entonces, si se genera un derecho bajo una primera ley y luego de producir cierto número de efectos esa ley es modificada por una segunda, a partir de la vigencia de esta nueva ley los nuevos efectos del derecho se deben adecuar a esta y ya no ser regidos más por la norma anterior bajo cuya vigencia fue establecido el derecho de que se trate. Es una teoría que privilegia la transformación del derecho a impulso del legislador (o de los tribunales en el caso de sentencias que crean precedentes vinculantes). Protege la necesidad de innovar la normatividad social a partir de las normas de carácter general.


    La graficación de estas dos teorías puede ser hecha de la siguiente manera:


    
      
        Gráfico 4
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    − En la teoría de los derechos adquiridos la norma A regirá todas las consecuencias de un acto jurídico celebrado bajo su aplicación inmediata y por ello, luego de Q y de Q1, se aplicará ultraactivamente en el caso. Es así que todas las seis consecuencias que ocurren en el tiempo tienen forma de cuadrado.


    − En la teoría de los hechos cumplidos cada norma rige inmediatamente. Por ello, los dos efectos bajo A tienen forma de cuadrado, los dos bajo B tienen forma de octógono y los dos bajo C tienen forma de cruz.


    Estas teorías pretenden interpretar cuál es la aplicación correcta de las normas generales en el tiempo. Puede verse que la teoría de los derechos adquiridos produce como efecto el aplicar ultraactivamente las normas previas, ya modificadas o derogadas, más allá del momento en que tal modificación o derogación ocurrió. En cambio, la teoría de los hechos cumplidos pretende aplicar siempre de manera inmediata las normas generales.


    De este modo, pareciera que ambas teorías son completamente incompatibles entre sí, pero eso no es verdad: si nos fijamos en la primera parte del gráfico, veremos que ambas están de acuerdo en que mientras la ley original no sea modificada ella es la aplicable a los hechos que ocurran. La diferencia en los efectos de ambas se presenta a partir de la modificación legislativa: desde ese momento la teoría de los derechos adquiridos pretende la aplicación ultraactiva de las normas anteriores en tanto que la de los hechos cumplidos pretende la aplicación inmediata de la nueva norma a los hechos que ocurran bajo ella, aunque desde luego respeta que los hechos anteriores se entiendan regidos por la ley anterior, vigente cuando ellos ocurrieron.


    Hasta aquí hemos presentado los conceptos fundamentales, esenciales, de la problemática de la aplicación de las normas generales en el tiempo. Con estos elementos de juicio abordaremos ahora el estudio de las normas vigentes en el Perú sobre la materia y, luego, revisaremos los conceptos que hemos trabajado hasta aquí, matizando su contenido sobre la base de la casuística existente.


    
      
        2 La Constitución vigente entró a regir el 31 de diciembre de 1993. Hubo alguna controversia al respecto e, inclusive, se escribió un artículo detallado al respecto. Sin embargo, el Tribunal Constitucional zanjó la discusión en la siguiente sentencia: «a. La Constitución de 1993 establece en su artículo 154 inciso 2 que el Consejo Nacional de la Magistratura tiene como función ratificar a los jueces y fiscales de todos los niveles cada siete años. Es evidente que dicha regla solo pudo entrar en vigor desde el día siguiente a la promulgación y publicación del texto constitucional respectivo, hecho acontecido, según se conoce, hacia el 31 de diciembre de 1993» (sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 7 de noviembre de 2002 en el Exp. 2409-2002-AA-TC sobre acción de amparo interpuesta por don Diodoro Antonio Gonzales Ríos contra los integrantes del Consejo Nacional de la Magistratura). La promulgación de la Constitución de 1993 se realizó el 29 de diciembre de 1993, se publicó al día siguiente (30 de diciembre) y entró a regir al día siguiente de que todo esto ocurriera, es decir, el 31 de dicho mes. Las leyes entran en vigencia al día siguiente de su promulgación y publicación, según el artículo 109 de la Constitución, salvo que ella misma indique que tal inicio de vigencia se postergue en el tiempo. Los decretos y resoluciones de carácter general, cuando deben ser publicados, entran en vigencia al día siguiente de su promulgación y publicación según la ley del poder ejecutivo (decreto legislativo 560).

      


      
        3 Cuando otra norma la deroga o modifica o cuando la misma norma contiene la fecha en que cesa de tener efectos jurídicos (por ejemplo, la Ley de Presupuesto que rige hasta el 31 de diciembre del año respectivo).

      


      
        4 Artículo 109 de la Constitución.

      


      
        5 Según el decreto legislativo 560 las resoluciones rigen desde el día en que son notificadas. Ocurre, sin embargo, que de acuerdo con tal derecho legislativo, las resoluciones no pueden contener disposiciones de carácter general, hecho a menudo incumplido.

      


      
        6 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 5 de junio de 2006 en el Exp. 01875-2006-PA/TC sobre proceso de amparo interpuesto por don Víctor Ricardo Luna Mendoza y otros contra el Congreso de la República y el Ministerio de Relaciones Exteriores con el fin de que cese la amenaza de violación de su derecho constitucional a la igualdad.

      


      
        7 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 6 de enero de 2006 en el Exp. 8628-2005-PA/TC sobre proceso de amparo interpuesto por don Marcos Ibazeta Marino contra el Consejo Nacional de la Magistratura.

      


      
        8 La derogación tácita y expresa están reguladas en el artículo I del título preliminar del nuevo Código Civil.

      


      
        9 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 29 de enero de 2004 en los expedientes 015-2001-AI/TC y 016-2001-AI/TC sobre acción de inconstitucionalidad interpuesta por el Colegio de Abogados de Ica y la Defensoría del Pueblo contra el decreto de urgencia 055-2001, y demanda de inconstitucionalidad interpuesta por el Colegio de Abogados de Ica contra la ley 27684.

      


      
        10 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 10 de diciembre de 2003 en el Exp. 014-2003-AI/TC sobre acción de inconstitucionalidad interpuesta por don Alberto Borea Odría y más de 5000 ciudadanos contra el denominado «Documento promulgado el 29 de diciembre de 1993 con el título de Constitución Política del Perú de 1993» (sic).

      


      
        11 Hay que precisar, en aras de la verdad, que el presidente de ese Consejo de Ministros, Alfonso de los Heros, renunció al cargo que ejercía por estar en completo desacuerdo con el golpe de Estado. Gesto poco común en nuestra política que lo enaltece como persona y como ciudadano.

      


      
        12 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 22 de junio de 2007 en el Exp. 00004-2007-PI/TC sobre proceso de inconstitucionalidad interpuesto por la Defensoría del Pueblo contra el artículo 2 del decreto de urgencia 005-2007.

      


      
        13 Dicho artículo dice: «Las sentencias declaratorias de ilegalidad o inconstitucionalidad no conceden derecho a reabrir procesos concluidos en los que se hayan aplicado las normas declaradas inconstitucionales, salvo en las materias previstas en el segundo párrafo del artículo 103 y último párrafo del artículo 74 de la Constitución».

      


      
        14 En Juan Segundo Areco (1948). La irretroactividad de la ley y los contratos sucesivos. Buenos Aires: Guillermo Kraft, p. 56.

      


      
        15 «7. En el FJ. 15 de la STC 008-1996-AI, se precisa que los derechos adquiridos son “aquellos que han entrado en nuestro dominio que hacen parte de él, y de los cuales ya no puede privarnos aquel de quien los tenemos”» (sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 27 de setiembre de 2004 en los expedientes 001-2004-AI/TC y 002-2004-AI/TC [acumulados] sobre acciones de inconstitucionalidad interpuestas por don Carlos Guillermo Repetto Grand y por don Gerardo Raúl Vizcardo Otazo, cada uno en representación de más de 5000 ciudadanos con firmas debidamente certificadas, contra diversos artículos de la ley 28046, que crea el fondo y la contribución solidaria para la asistencia previsional).

      


      
        16 Sentencia del Tribunal Constitucional emitida el 13 de abril de 2004 en el Exp. 0352-2004-AA/TC sobre acción de amparo interpuesta por doña Felipa Herlinda Consiglieri Bobadilla contra Petróleos del Perú S.A. (Petroperú S.A.) y la Oficina de Normalización Previsional (ONP).
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